Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 15 minutos.) 


-La Comisión Especial de Seguimiento del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente 
(SIRPA) tiene el honor de recibir al señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia, doctor Daniel 
Gutiérrez, al doctor Jorge Chediak, integrante del Organismo, a la escribana Laura Machín, Directora 
del Registro de Antecedentes y al escribano Morgan Mariño, Subdirector General de los Servicios 
Administrativos del Poder Judicial. 


Convocamos a nuestros invitados -tuve oportunidad de hablar personalmente con el señor 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia- para dialogar sobre dos o tres temas. El primero tiene que 
ver con la información acerca del funcionamiento del Registro de Antecedentes de Menores Infractores, 
pero aprovechando esta visita vamos a charlar de distintos temas. También incorporamos algunas 
estadísticas con respecto al término de reincidencia en minoridad infractora, en cuanto al promedio de 
privación de libertad de los mismos, así como también algunas cuestiones relativas a algunos procesos 
que se han dado. De todos modos, dejamos librado al criterio de nuestros visitantes los temas que 
deseen informar porque sabemos que hay aspectos que merecen reserva. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Agradecemos la convocatoria y el recibimiento que hemos tenido. 


Quiero destacar que en la convocatoria que recibimos -que, tal como recordará el señor 
Presidente, era para la semana pasada- se nos solicitaba información, básicamente, acerca de tres 
puntos: el funcionamiento del Registro de Antecedentes de Adolescentes Infractores, los índices de 
reincidencia y los promedios de privación de libertad. En lo que respecta al tema de las reincidencias y 
los promedios de privación de libertad hicimos una pesquisa, es decir, una recopilación de datos en los 
Juzgados de Adolescentes de Montevideo, con la colaboración del escribano Mariño. Concretamente, 
quiero señalar los resultados de la recopilación de datos -que se hizo en forma manual, es decir, 
examinamos ficha por ficha y expediente por expediente- de los últimos dos años. El índice de 
reincidencia en los Juzgados de Montevideo es de un 26.72%, es decir que de 1.796 jóvenes a los que 
se les inició el procedimiento resultaron reincidentes 480. En lo que respecta al interior del país, 
tenemos información que procede del Registro de Antecedentes. Este Registro, al 28 de mayo pasado 
tenía 752 inscriptos en todo el país, de los cuales 665 son primarios y 87 son reincidentes, lo que arroja 
un índice de reincidencia del 11.5%. Seguramente en esta cifra incide el cómputo del interior del país. 


SEÑOR BAYARDI.- Me parece que debemos ordenar los datos proporcionados por el señor Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia. En realidad, quiero saber si estamos considerando los índices de 
reincidencia, en Montevideo y en el interior, de los últimos dos años. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Con respecto al interior, tenemos la información recogida por el Registro a partir 
agosto del 2011. Reitero que los datos de Montevideo, recogidos en los cuatro Juzgados de 
Adolescentes, fueron ubicados manualmente, expediente por expediente, y arrojan el resultado que 
mencioné con respecto a los dos últimos años. 


SEÑOR BAYARDI.- En los dos últimos años tenemos, en Montevideo, 1.796 jóvenes, de los cuales 
480 son reincidentes, lo que nos da un total de 26.72%. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Aclaro que estamos hablando de un indicador correspondiente a un dato cierto, 
ya que se buscó expediente por expediente. Repito el dato: de 1.796 jóvenes que fueron sometidos a 
proceso infraccional, 480 son reincidentes. El dato del interior no comprende los dos años, sino el 
período que comienza en agosto de 2011. En cuanto a los 752 inscriptos, debo decir que son tanto del 
interior como de Montevideo. 


SEÑOR BAYARD!I.- Se trata, entonces, de datos separados. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Di esta información porque entendí que podía ser valiosa, incluso sin ser 
completa con relación al interior. Lo que destacamos es la incidencia del dato del interior, porque baja 
notoriamente el porcentaje total. Si se tratara de datos iguales el porcentaje sería de alrededor del 25% 
y, sin embargo, no es así. 


SEÑOR BANGO.- Los 1.796 casos de Montevideo, de acuerdo con lo que se dijo, son procedimientos 
iniciados. En ese sentido, me gustaría saber si se sabe exactamente cuántos de estos procedimientos 
iniciados corresponden a culpables. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Ese dato no lo tengo aquí, pero surge del Anuario Estadístico del Poder Judicial 
del 2011. 


SEÑOR BANGO.- Estamos hablando de los dos últimos años y en la página web figura en la 
información correspondiente al año 2011. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- La última información que tenemos refiere a los promedios de condenas con 
privación de libertad. Esos promedios varían con relación a las distintas sedes. No obstante, en los dos 
últimos años hay un mínimo de privación de libertad de 7.1 meses en la sede de Primer Turno, y un 
máximo de 10.74 en el Juzgado de Adolescentes de Cuarto Turno en el año 2010. Es decir que el 
número oscila, ya que fue de 7.1 en el 2010, en el 2011 fue de 8.4 y en el 2012 de 7.7. Para no agotar 
a los señores Legisladores con su lectura, vamos a dejar un material conteniendo todos esos datos. 


El otro punto de esta convocatoria refiere al funcionamiento del Registro de Antecedentes de 
Adolescentes Infractores, sobre el que puede hacer uso de la palabra la escribana Machín, que es la 
Directora del Instituto Técnico Forense y quien ha organizado el Registro, al mismo tiempo que 
monitorea y supervisa su funcionamiento. 


SEÑOR BANGO.- El Presidente de la Suprema Corte de Justicia planteó los promedios de privación 
de libertad y me gustaría saber si se refiere a todo tipo de delitos o a las rapiñas, homicidios y hurtos. 
¿Tienen a disposición un promedio? Sería muy útil conocer el promedio de privación de libertad en 
función del tipo de delito, dado que se supone que son penas distintas. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- ¿Qué tipo de delitos? 


SEÑOR BANGO.- Sería interesante conocerlo con relación a los delitos de homicidio, rapiña, 
secuestro, es decir, los considerados como gravísimos. 


SEÑOR POSADA.- En función del planteo realizado por el señor Legislador Bango, quiero agregar que 
serían los delitos tipificados por el artículo 72 del Código del CNA. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No tenemos aquí los datos, pero podemos obtenerlos. Se tratará de una tarea 
manual que nos insumirá un par de semanas y cuando las tengamos prontas, las pondremos a 
disposición de la Comisión. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Cuál es el porcentaje de los privados de libertad sobre el total de aquellos que 
han tenido procedimientos iniciados en la Justicia y no han sido privados de libertad? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No tengo ese dato, pero puedo enviarlo. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, sinceramente, estoy encantado de que estén presentes los 
señores Ministros porque son amigos personales y con ellos me siento en familia. 


En segundo término, quiero dejar una constancia en la versión taquigráfica. Me parece bien 
conocer los delitos de acuerdo con el artículo 72 del CNA pero, en realidad, el delito de rapiña tiene 
muchas formas de cometerse. Por lo tanto, advierto a la Comisión y a los periodistas que van a leer 


esto que tengan cuidado, porque una cosa es la rapiña cometida por tres personas armadas hasta los 
dientes, y otra la del que pegó un empujón y abusó de determinada situación. Son situaciones muy 
distintas, y por lo tanto, el número de rapiñas, dicho de esa forma, puede dar una suma de bancos y 
boniatos; por las dudas, quiero dejar esta constancia. Me parece que el método es demasiado 
importante en estos temas como para estar dando cifras que luego manejará la prensa porque, de esa 
forma, estaríamos desinformando. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Ante la inquietud del señor Legislador Orrico, con un poco más de tiempo, 
podemos enviar la información con la discriminación de rapiñas especialmente agravadas o no en 
función de que se hayan cometido con arma, de que haya cooperado otro inimputable, de que hayan 
participado dos o tres personas, o de que haya homicidio. Como saben los señores Legisladores, en el 
Código Penal hay una amplísima gama de penalización del homicidio que va desde los 20 meses de 
mínima hasta los 30 años de penitenciaría y se contemplan agravantes especiales y muy especiales. 
Con tiempo podemos proporcionar la información discriminando las rapiñas con la agravante específica 
del uso del arma, las rapiñas con la agravante específica de la pluriparticipación, los homicidios por 
precio, y los homicidios en el curso de otro delito. Es una información que podemos brindar con más 
tiempo porque es necesario hacer un conteo manual revisando, en cada caso, cuáles fueron las 
agravantes específicas computables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto es algo que nos parece importante porque, incluso, aquí ha habido 
distintas visiones y números respecto de este tema. Aclaro que me refiero a tanto los datos que han 
sido proporcionados por la UNICEF como a aquellos que han sido informados por el propio Ministerio 
del Interior. Consideramos importante movernos sobre terreno firme en esta materia para poder 
apreciar con toda exactitud sobre lo que estamos hablando. Por lo tanto, creemos que el hecho de 
coincidir en las cifras que han sido perfectamente estimadas por las autoridades del Poder Judicial 
constituye un aporte al tema de la minoridad infractora. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Reitero que esto está limitado a Montevideo, fundamentalmente por la no 
especialización de los Juzgados, pero estamos en condiciones de proporcionar cifras afinadas sobre 
los últimos dos años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ahora le cederíamos la palabra a la escribana Machín para que nos 
informe acerca del Registro Nacional de Antecedentes Judiciales, que ha sido objeto de estudio por 
parte de la Comisión. 


SEÑORA MACHÍN.- Desde agosto de 2010, por mandato verbal de la Suprema Corte de Justicia, se 
formó una Comisión de trabajo que estuvo integrada por la Directora General del Instituto Técnico 
Forense y por quien habla, Directora del Registro Nacional de Antecedentes Judiciales, y contó con la 
participación de los Jueces Letrados de Adolescentes de Montevideo y la División Informática del 
Poder Judicial. Así fue como se proyectó la reglamentación del artículo 116, en base a lo que ya 
teníamos, es decir, el Registro Nacional de Antecedentes Judiciales para mayores de 18 años. Se 
mantuvo el mismo carácter de reservado y, aunque funcionaban bajo la órbita del Registro Nacional de 
Antecedentes, se mantuvieron dos registros independientes. Concretamente, se hizo una réplica del 
sistema informático existente para los adultos, llevándose también por persona, es decir en forma 
individual, en la que cada una tiene su número asignado y la base es la identificación del adolescente 
por el sistema de huellas dactilares. De esta forma, el Registro cuenta con un doble sistema: el 
patronímico, que es por nombre y datos filiatorios, y el de huellas, que brinda una información 
indubitable. 


Una vez que el proyecto fue aprobado por la Suprema Corte de Justicia y luego de la entrada 
en vigencia de la Ley, el 22 de agosto de 2011, el Registro quedó listo para funcionar en el mes de 
setiembre, momento en que se comenzó con la emisión de la circular a todo el país para que los 
Juzgados realizaran las comunicaciones correspondientes. Durante el proceso de estudio del proyecto 
se trabajó con el Ministerio del Interior, en el entendido de que la única forma de llevar adelante el 
Registro era a través de la identificación fehaciente del adolescente por medio de sus huellas 
dactilares. A tal efecto, en Montevideo se implementó un sistema consistente en la instalación de un 
puesto del Ministerio del Interior en el mismo edificio donde funcionan los Juzgados de Adolescentes, a 
fin de que estos menores no tuvieran que ser trasladados por el INAU u otras dependencias para la 


toma de dichas huellas. Mientras tanto, en el interior del país, se mantuvo el mismo sistema, el de 
llevar a los adolescentes a las Jefaturas de cada departamento. Para ello trabajó la División Informática 
del Ministerio del Interior y se estipuló que el equipamiento de la “sala de fichaje” -denominada así por 
nosotros- estaría a cargo del Poder Judicial así como también la conexión a la Red Uy de forma de 
poder instalar su sistema informático y, a través de la misma, conectarse con el Ministerio del Interior, 
concretamente con la Dirección de Policía Técnica. Si bien todo esto estuvo pronto cuando entró en 
vigencia la ley, surgieron algunas dificultades ya que al mes de diciembre el Registro tenía muy pocas 
comunicaciones de procedimientos infraccionales. 


Uno de los problemas existentes fue que al entrar en funcionamiento el Registro en el mes 
de setiembre, se informó que al mismo se debían comunicar todos los procedimientos iniciados desde 
el 22 de agosto, cuando entró en vigencia la ley. Esto originó que los Juzgados tuvieran que hacer los 
listados de todos los adolescentes y como muchos de ellos no estaban internados, la Policía ya no los 
podría ubicar. Lamentablemente, si estos chicos no volvieron a cometer infracciones quedaron sin 
fichar ni registrar. 


Asimismo, la Dirección Nacional de Policía Técnica tuvo inconvenientes para recabar las 
huellas dactilares porque no pudieron hacer la réplica tan rápido como lo hicimos nosotros, por lo que 
se demoraron más en comenzar, inclusive en Montevideo donde se creyó que se haría más rápido. Es 
así que mientras llegó la orden y la instrumentación a todos los departamentos, al mes de diciembre 
teníamos muy pocas comunicaciones, por lo que elevamos un informe a la Suprema Corte de Justicia 
para tratar de encontrar una solución a dicha situación. A partir de ese momento, las comunicaciones 
fueron regulares; actualmente tenemos cerca de 800 inscriptos, de los cuales -luego de haber revisado 
las carpetas- algunos ya han cometido cuatro infracciones, otros dos y la mayoría de ellos solo una. Es 
decir que de los 752, hay 87 que ya han cometido una o varias nuevas infracciones. 


En este momento la “sala de fichaje” del Ministerio del Interior funciona correctamente 
contando ya con su sistema informático denominado AFIS. Para una segunda etapa se prevé, a través 
de nuevos acuerdos interinstitucionales, llegar a tener el prontuario electrónico. Es decir que mediante 
la conexión a la Red UY se obtenga directamente el registro de la identificación, pero hasta el momento 
la red es de uso exclusivo de ellos y no existe intercambio alguno de comunicación por parte del Poder 
Judicial hacia el Ministerio del Interior ni viceversa. Ellos no tienen acceso a nuestras redes ni nosotros 
a las de ellos. 


Por último, otro de los problemas, del que se nos dio cuenta por parte de los Jueces de 
Adolescentes de Montevideo, es el referido a la identificación de los adolescentes ya que la Policía no 
verifica los datos. Al tomarse las huellas digitales luego de iniciado el proceso infraccional, el Juez toma 
resolución -salvo que el menor sea detenido y conducido a la sede judicial con su documento de 
identidad- sin que se haya corroborado la identidad. Puede suceder, entonces, que los datos de los 
procedimientos iniciados a un determinado adolescente, luego de comunicados al Registro resulten ser 
de otra persona. 


A raíz de esto, la Comisión volvió a trabajar con la Dirección Nacional de Policía Técnica y con 
la Dirección Nacional de Identificación Civil que, desde el primer momento -al ser convocada por la 
Dirección General de los Servicios Administrativos- estuvo dispuesta a identificar a todos los 
adolescentes. 


En consecuencia, confeccionamos un proyecto -que ahora la Suprema Corte de Justicia va a 
tratar- para que cuando un adolescente es detenido y no lleva consigo su documento de identidad -ya 
sea porque no lo tiene, porque nunca lo tuvo o si existen dudas acerca de su identidad puesto que a 
veces mienten en este sentido- previo a ser conducido ante el Juez, sea llevado obligatoriamente a la 
Dirección Nacional de Identificación Civil para su correcta identificación a los efectos de que concurra 
al Juzgado con una copia de su documento de identidad expedida por esa Dirección. De esa manera, 
los Jueces podrán tener certeza de la identidad de la persona. Hasta ahora eso no se estaba haciendo. 


SEÑOR BAYARDI.- Quisiera referirme a la primera información que, con respecto al Registro, dio el 
Presidente. Según esos datos, tenemos 752 menores infractores. Esa cifra refiere a personas, ¿no es 
así? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Así es, señor Legislador. 


SEÑOR BAYARDI.- Bien. No está referido, entonces, al total de anotaciones que pueda tener un 
infractor, sino a la cantidad de personas. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Voy a ratificar lo que mencionaba la escribana Machín. Una misma persona, es 
decir, un mismo infractor, puede tener cuatro o cinco inscripciones. 


SEÑOR BAYARDI.- Pero esto es aparte, señor Gutiérrez. Algunos menores han tenido sesenta 
infracciones. Acá se habla de personas. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Sí, así es. 
SEÑOR BAYARD!I.- De esas personas, 665 son infractores primarios. 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Así es, señor Legislador. 


SEÑOR BAYARDI.- Quiere decir que no había ningún nivel de antecedentes de esas personas. De 
ellos, 87 son reincidentes. Este dato contiene todos los delitos que se han cometido. Esta es la 
información “firme” que poseemos. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Así es, señor Legislador. 


SEÑOR BAYARDI.- También hay algunos problemas que surgen -de los que ya dio cuenta la señora 
escribana Machín- y que están en vías de ser corregidos. Ellos tienen que ver con la identificación del 
menor; incluso, en algunos casos, por una cuestión de edad podrían no estar inscriptos en el Registro 
Civil. En los últimos años se ha encontrado un importante número de personas que no habían sido 
inscriptas y tuvieron que regularizar esa situación. 


Nos decía la escribana que actualmente hay un proyecto a consideración de la Suprema 
Corte de Justicia. Este consistiría en identificar civilmente al menor que hubiera cometido una 
infracción antes de ser llevado ante el Juez. Probablemente, el antecedente serviría de poco si no 
tuviéramos identificado a aquel que comparece ante el Juez para que este pudiera tener una 
composición de lugar en cuanto a la naturaleza delictiva de ese menor. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Ese aspecto está pronto para ponerse en funcionamiento. 


SEÑOR BAYARDI.- Desde el punto de vista de la clasificación, quisiera saber cómo se incorporan los 
datos al Registro, es decir, si llegan precalificados por persona y por delito porque si hoy llegaran 
desagregados de esta manera y si se cuenta con el programa adecuado, en realidad, bastaría con 
apretar un botón para saber después la calificación, la cantidad de delitos y las variaciones anuales o 
interanuales que pudieran darse en cuanto a los menores. Esto llevaría a hacer la clasificación, 
entonces, por persona y por delito sobre el que fue, sujeta a procedimientos. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Estamos hablando de un sistema muy similar -aunque maneja distintos 
tiempos- al que opera para los mayores y la razón de esto es que la reincidencia en ellos se califica 
con la sentencia definitiva, es decir, en el momento del procesamiento. En cambio, en el caso de los 
adolescentes la reincidencia debe ser considerada en el momento de resolver sobre su eventual 
privación de libertad. En los mayores ese aspecto no importa, porque se procesa a un individuo y 
después se lo envía a la Policía para que se llenen los recaudos pertinentes en su ficha antropométrica 
y dactiloscópica, remitiéndose posteriormente los datos al Instituto Técnico Forense. Con los 
adolescentes eso debemos hacerlo antes y, para ello, debemos saber de quién se trata porque o bien 
no están identificados, no tienen una identidad civil -esta es una hipótesis- o bien mienten, usan un 
nombre distinto e, incluso, un número de cédula de identidad también distinto. 


Por estos motivos es que se ha ideado este mecanismo de llevar al adolescente a la 
Dirección Nacional de Identificación Civil antes de que comparezca ante el Juez. Esto es, claro está, si 
no se le detiene portando su cédula, porque en este caso ya conoceríamos su identidad. Se lo 
inscribiría en el Registro, y cuando el Juez fuera a disponer la medida que le parezca pertinente -que 
podría ser la privación de libertad-ya contaría con la información necesaria, es decir, ya sabría si se 
trata o no de un reincidente. Reitero que esto es diferente a la forma en que se procede en el caso de 
los mayores porque a ellos se los califica en la sentencia definitiva, por lo que no interesan esos datos 
en ese momento. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero agradecer la visita de los integrantes de la Suprema 
Corte de Justicia; me refiero al doctor Daniel Gutiérrez, al doctor Jorge Chediak, al escribano Morgan 
Mariño y a la escribana Laura Machín. Para esta Comisión, contar con su presencia y asistencia es 
una colaboración invalorable. 


En segundo término, quiero formular dos preguntas. La primera de ellas tiene que ver con lo 
siguiente: si la identidad del niño o adolescente sujeto a proceso no es inequívoca, podría pensarse 
que tampoco lo es su edad. Esto suena un poco curioso porque si estamos pensando en una persona 
avezada en cuanto a los resquicios judiciales, también podría mentir en cuanto a su edad. Entonces, 
cómo haría el Poder Judicial para distinguir si está sometiendo a proceso a un adolescente cuando, en 
realidad, debería tener en cuenta el sistema aplicable a los adultos. 


La segunda interrogante que quiero plantear, señor Presidente, es si la Policía tiene un 
registro de adolescentes en conflicto con la ley penal. Tal vez entendí mal, pero de la intervención de la 
escribana Machín en el sentido de que no había colaboración entre los sistemas, me quedó la duda de 
si la Policía tiene o no un registro sobre estos adolescentes. 


SEÑOR GANDIN!.- Quiero consultar en el mismo sentido que el señor Legislador Michelini. 


Confieso que tengo la misma preocupación y también siento curiosidad porque si no se 
puede conocer exactamente la identidad de la persona, tampoco se puede saber su edad. Considero 
que esto es más preocupante todavía porque en el club más selecto de los reincidentes, obviamente, 
estas cosas se saben y se conoce cuáles son las grietas y debilidades del sistema. 


La otra curiosidad es acerca de la Dirección Nacional de Identificación Civil; me gustaría 
saber si está abierta o disponible las veinticuatro horas y si es accesible para las sedes penales -en 
este caso de menores- del interior del país. ¿Se puede acceder con facilidad? ¿Se estudia o se trabaja 
en la posibilidad de crear un sistema de acceso más rápido por la vía informática? Porque la base de 
las cédulas de identidad alcanzaría, por lo menos, para cruzar el dato del nombre con el número, y 
eventualmente acceder a la foto, para obtener una primera aproximación rápida. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- En cuanto a la consulta del señor Legislador Michelini, debo decir que cuando 
éramos Jueces Penales ese problema lo planteaban a la inversa los que invocaban ser menores en los 
Juzgados de mayores. Recuerdo que decían “¡No me procesen, no me manden a Miguelete porque 
soy menor!” En ese momento, el remedio era un examen antropométrico y una opinión del Médico 
Forense, el que determinaba cuál era la edad aproximada de acuerdo con la longitud de los huesos. 
Eso era lo que hacían los médicos forenses hace 35 años, cuando yo era Juez de Instrucción, pero no 
sé si ha mejorado la búsqueda de esa información. 


Para responder a la segunda pregunta del Legislador Michelini, si el señor Presidente lo 
permite, quisiera ceder el uso de la palabra al escribano Mariño. 


SEÑOR MARIÑO.- Tal como afirmaban los señores Legisladores al plantear su inquietud, surge 
claramente que la eficacia y la eficiencia de este registro funciona en base a que la persona -en este 
caso el adolescente- esté perfectamente identificada, pero para poder hacerlo -voy a citar las palabras 
del señor Legislador Gandini- hay que compararlo con algo. Por ejemplo, con el transcurso del tiempo 


podremos brindar datos luego de la confrontación del que ingresa contra el registro sobre el que 
estamos formando nuestra base de datos. Por supuesto que esto sucederá con una fecha tope, que es 
desde que se inició el registro. 


En definitiva, hay que solucionar el problema práctico, no solo para saber si estamos ante un 
menor o un mayor -lo que es importantísimo- sino también para ver qué vamos a incorporar al registro. 
Quizás los señores Legisladores no lo sepan, pero en el registro de adultos puede aparecer una 
persona procesada por hurto, por ejemplo, llamada Juan Martínez, y luego en la prensa se puede leer 
que figura con el alias de “Pepito Rodríguez”, aunque ese sujeto haya afirmado ser primario. Con los 
menores estamos intentando aplicar este protocolo que se está armando, y pretendemos involucrar a 
la Dirección Nacional de Identificación Civil descontando su buena voluntad. En ese sentido, aprovecho 
a decir que en el día de ayer tuvimos una reunión donde se afirmó que, aún los días que no sean 
hábiles, esta Dirección estará a disposición para llevar a cabo ese proceso durante las veinticuatro 
horas. No olvidemos que tienen un puesto de Migración en el Aeropuerto de Carrasco y otro que 
trabaja los feriados en el supermercado Géant. Esto lo afirmó el doctor Amato en la reunión que 
mantuvimos ayer, donde también participó la escribana Machín, con todas las autoridades de la Policía 
Técnica y el Director Nacional de Identificación Civil, aclarando que aún los días de semana podían 
estar en condiciones de llevar a la práctica el protocolo. ¿Por qué? Porque para el Juez también es 
importantísimo saber si ese sujeto que tiene delante es o no primario. Ojalá que esto no falle porque, 
de lo contrario, nos quedaríamos con nada en materia identificatoria, ya que actualmente la única 
forma de identificar fehacientemente a una persona es con lo que se llama la fórmula decadactilar, es 
decir la huella dactiloscópica de los diez dedos, que es irreproducible y distinta para cada uno de 
nosotros; aunque nos hagamos una cicatriz en los dedos, vuelve a aparecer de la misma forma y 
seguimos siendo los mismos. Cuando comenzamos a trabajar, la Policía Técnica estaba pensando en 
un sistema tecnológico -que con seguridad, tendrá- y en una comunicación interna que dé la posibilidad 
de confrontar contra la base de datos del propio Ministerio del Interior, cosa que todavía no se puede 
hacer. Hoy por hoy, el único organismo que está en condiciones de confrontar una fórmula 
dactiloscópica -si no es así, le pido a la escribana que me corrija- es la Dirección Nacional de 
Identificación Civil, que tiene la base de datos completa. Cuando le presentamos a ese organismo las 
diez huellas dactilares de una persona, nos contesta que es Fulano de Tal, o resulta que no es quien 
dice ser. Representé al Poder Judicial en la campaña de la identidad que se hizo hace mucho tiempo 
con el Plan de Emergencia y allí se vio que una gran cantidad de ciudadanos se encontraban 
indocumentados, situación que se sigue dando. Por tanto, si en el cotejo que se hace no aparece, es 
porque la persona no está y, entonces, habrá que identificarla. Es cierto que puede haber algún 
problema civil previsto en la ley de inscripción tardía, pero no se va a identificar a la persona por el 
nombre que dé. La importancia de esto se centra en el Registro y en que el sistema funcione de forma 
efectiva. Por tanto, se iría al Registro Nacional de Antecedentes, que es para los adultos, o al Registro 
Nacional de Antecedentes de Adolescentes Infractores que es del que estamos hablando, según la 
identidad. De esta forma se podría comparar, en la medida en que se tratara de un reincidente. Los 
datos que hemos proporcionado corresponden a la forma en que se han manejado los Juzgados de 
Adolescentes hasta el día de hoy. Ingresé al Poder Judicial hace 39 años, en un Juzgado de Menores, 
y puedo asegurar que se trabaja en base a un registro patronímico, entonces, si la persona cambia de 
nombre surgen los problemas, salvo que uno se acuerde de la cara de la persona. 


SEÑORA MACHÍN.- Quisiera poner un ejemplo sobre los problemas que nos han planteado. Por 
ejemplo, en una primera comunicación tenemos un procedimiento infraccional cometido por un 
adolescente de nombre Juan Pérez con determinada fórmula dactiloscópica y se archiva por Juan 
Pérez y por las huellas dactilares. Luego nos llega otro procedimiento infraccional de Diego Rodríguez 
y el Departamento Dactiloscópico nos dice que esas huellas corresponden a Juan Pérez. Entonces, 
¿quién es: Juan Pérez o Diego Rodríguez? Si no tenemos la certeza de quién es, debemos devolverlo. 


SEÑOR MARIÑO..- Lo que sí sabemos es que se trata de la misma persona. 


SEÑORA MACHÍN.- Claro, pero no podemos hacer nada. La Dirección Nacional de Identificación Civil 
es el organismo que tiene todas las huellas, es quien nos debe mandar la información. Inclusive, podría 
aprovechar para que esa persona tuviera una documentación. Eso es lo que está haciendo la policía 
porque no tiene una base de datos como para identificar a una persona cuando la detienen, por más 
que se le tomen las huellas. 


SEÑOR BAYARDI.- Quisiera dejar sentada una constancia. Tengo entendido que, a partir de ahora, 
cuando nace un bebé vivo se le asigna un número de cédula de identidad y se le toman las huellas 
dactilares -obviamente se podrán reproducir con algún sistema informático para conocer su evolución- 
entonces, no va a importar qué nombre se use porque el primer nombre de inscripción será el que 
permitirá la identificación en el futuro. La persona se lo podrá cambiar en el ambiente de delincuencia 
en el que se mueva o a nivel judicial si tiene que comparecer a algún juzgado, pero no va a poder 
variar su identificación permanente. Por tanto, van a ir mejorando las posibilidades de identificación 
dentro del propio sistema. 


SEÑOR POSADA.- Es importante que a través de la coordinación con la Dirección Nacional de 
Identificación Civil se logre la identificación de los jóvenes o, eventualmente, de los adultos que 
delinquen. Ahora bien, tengo la impresión de que en todos estos temas venimos muy rezagados 
porque en este país existe tecnología disponible para que el Poder Judicial y la propia Policía, sin 
depender exclusivamente de la Dirección Nacional de Identificación Civil -que forma parte del Ministerio 
del Interior- lo puedan hacer. Esa identificación de los dígitos debería permitir -porque tenemos la 
tecnología necesaria a disposición- la inmediata individualización de las personas o, eventualmente, 
que aparezca que no está inscripto en el Registro Civil. No creo que el problema sea que estas cosas 
sean realmente costosas, sino que falta determinación o decisión en ámbitos del propio Poder 
Ejecutivo y del Poder Judicial en el sentido de contar con elementos que son claves para su tarea. Me 
parece que el Poder Judicial debería tener la misma base de datos que maneja el Ministerio del 
Interior; ahora me doy cuenta que este último tiene la base de datos a través de la Dirección Nacional 
de Identificación Civil, pero la Policía no cuenta con ella al momento de detener a una persona para 
saber quién es. Eventualmente, si la persona detenida tiene la cédula, se la podrá identificar, pero eso 
no se podrá hacer si no la tiene. Estas cosas muestran que nuestro país, en estos temas que tienen 
que ver con la seguridad pública, está verdaderamente rezagado, porque son aspectos elementales. 
Lo primero que tiene que conocerse cuando una persona delinque es su identificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Legislador desea hacer uso de la palabra, voy a referirme a 
otro tema. 


Hace unos tres meses -quizás haya sido antes de la feria judicial, aunque no lo recuerdo 
exactamente- habíamos solicitado la concurrencia de los representantes de la Suprema Corte de 
Justicia para hacerles algunas preguntas sobre un tema -por eso consulté si podían responder o no- 
que tiene que ver con un fallo judicial que fue apelado; en ese sentido, hay un fallo que fue redactado 
por un integrante actual de la Corte, el doctor Ricardo Pérez Manrique. Se trata de la sentencia 323 del 
26 de octubre de 2011 -relacionada con un homicidio- dictada por el Juez Letrado de Primera Instancia 
de Ciudad de la Costa. Es el caso del tristemente célebre “Pelón”. Por lo que se desprende de esta 
sentencia del Tribunal de Familia, a nuestro juicio surgen errores judiciales importantes; quizás, alguno 
de apreciación. Por ejemplo, está el caso de un menor -que, creo, ya tenía antecedentes- en que, ante 
una infracción gravísima de homicidio, cometida el 6 de junio de 2010, se dispone una medida de 
libertad asistida por dos años. Unos meses después, mientras cumplía esa medida, este menor comete 
un segundo homicidio. Al respecto existe una medida cautelar de privación de libertad, un traslado de 
la demanda y una acusación. A su vez, la defensora de oficio agrega un certificado de siquiatra sin 
timbre, ilegible, con fecha presunta, en el que se propone un tratamiento domiciliario por depresión, 
presentado notoriamente fuera de plazo. Finalmente, se vence el plazo máximo para dictar sentencia, 
debido a que faltaba el informe técnico del INAU evaluando la conducta psicosocial del menor, por lo 
que se lo pone en libertad. Además, antes de que recaiga sentencia en este caso porque el Juez 
entendió que se había suspendido el plazo, comete un tercer homicidio. 


En definitiva, queremos saber cuál es la opinión de los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia -si se puede requerir- y qué medidas se han tomado respecto a la situación de dicho Juez que, 
tal como señalamos en una Media Hora Previa del Senado, a nuestro juicio cometió errores que 
terminaron costando la vida de dos personas. 


Teniendo en cuenta que el tema de la minoridad infractora está en el debate público -sobre 
todo después de los últimos hechos acontecidos, como fue el asesinato de un trabajador de La Pasiva- 
y, además, que algún Fiscal está hablando de modificar o eliminar esta discrecionalidad total que 
tienen los Jueces en este régimen vigente, me gustaría que se examinara el caso y, si es posible, 


conocer la opinión de alguno de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia respecto a este régimen 
de total latitud y discrecionalidad que tenemos vigente por este Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Por otra parte, me pregunto si en este momento no sería sensato establecer mínimos y 
máximos. Estuvimos hablando de este tema que nos parece muy importante y nos interesa conocer la 
fundada opinión de los Ministros. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Señor Presidente: voy a responder parte por parte. 


Respecto al primer punto que refiere a la decisión jurisdiccional del Juez de la Ciudad de la 
Costa, que fue revocada por el Tribunal de Apelaciones de Familia de 2* Turno -si no me equivoco- 
la Suprema Corte de Justicia no va a emitir opinión porque es un tema ajeno a su jurisdicción y no 
corresponde. Sí podemos señalar que prácticamente de inmediato a que se produjeron los hechos que 
narró el señor Presidente, la Suprema Corte de Justicia dispuso una investigación administrativa para 
analizar la responsabilidad disciplinaria del Juez -sin ingresar al aspecto jurisdiccional, a revisar su 
decisión- la que fue cursada a fines del año pasado; si no es así, solicito que me corrijan. Dicha 
investigación culminó con una resolución de la Corte que dispuso iniciar al Juez Juvenal Javier un 
proceso disciplinario que está en vías de terminar. Me consta que es así porque lo tengo en mi 
despacho -mi voto es el último de los cinco miembros- para juzgar sobre la responsabilidad disciplinaria 
que tiene y, a más tardar, me voy a pronunciar en esta semana. Seguramente en una semana o diez 
días estará la resolución de la Suprema Corte, que con mucho gusto haremos llegar a la Comisión con 
los fundamentos que se manejen en las distintas posiciones que se han evidenciado. 


Señor Presidente: no sé si he respondido a su pregunta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, lo ha hecho. 


SEÑOR GUTIÉRREZ..- Respecto a la segunda inquietud del señor Presidente, obviamente, en tantos 
ciudadanos tenemos opinión. Sabemos que es un tema de responsabilidad legislativa y somos muy 
cuidadosos en opinar sobre proyectos de ley  -en lo que me es personal, siempre estudio las leyes 
cuando son sancionadas y se deben aplicar, no antes- pero sí tenemos una opinión. No hace mucho 
tiempo, en una entrevista televisiva señalé que entendía que el Código de la Niñez y la Adolescencia 
en su organización actual en general era extremadamente benévolo y que me parecía bien -lo digo a 
título personal; la Suprema Corte de Justicia no tiene opinión sobre este punto y quiero que quede bien 
claro- establecer un régimen análogo al del Código Penal de 1934, -muy sabiamente hecho por un 
experto notorio como fue el doctor lrureta Goyena- fijando mínimos y máximos; considero que es una 
garantía para todos. No sé cuál es la opinión del doctor Chediak y me gustaría conocerla. 


SEÑOR CHEDIAK.- Debido a una charla que tuvimos en la mañana de hoy, debimos estudiar la 
jurisprudencia -fundamentalmente, la más reciente y la de Segunda Instancia- respecto de los menores 
infractores. Algún Fiscal había señalado que se aplicaba el criterio de seis por uno, como surgía de la 
jurisprudencia, pero no lo habíamos visto explicitado. En ese sentido, encontramos una sentencia de 
fines de 2011 o principio de 2012 -no recuerdo si del Tribunal de Familia de Primer o Segundo Turno- 
que hace una articulación entre el artículo 91 del Código de la Niñez y la Adolescencia y el Código 
Penal con respecto a las medidas de privación de libertad. Concretamente, el artículo 91 dice: “La 
medida de privación de libertad tendrá una duración máxima de cinco años”. De acuerdo con el Código 
Penal -que las llamaba medidas de seguridad educativas- hasta el 2004 tenían una duración máxima 
de diez años, aplicándose a los menores de 18 años, y en articulación con el Código de la Niñez y la 
Adolescencia no podían durar más allá de los 23 años. Es decir que el límite máximo de las medidas 
de seguridad educativa -ahora con nombre ampliado- se baja a la mitad. Como hay que graduar 
las penas -algo razonable, porque cada delito tiene una graduación de penas en el Código Penal de 
adultos- lo que hizo la jurisprudencia fue el seis por uno, y así lo pusimos. Así lo hace la sentencia-no 
recuerdo exactamente si era una condena por homicidio o rapiña agravada- que otorga 18 meses de 
“medida socioeducativa privativa de libertad” y dice que esto equivale a una condena de 10 años para 
un adulto, porque un año para un adolescente infractor equivale a 6 años para un adulto. 


Los señores Legisladores observarán esto en la información que trajimos. Como le dije al 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, en los hechos, las sentencias no eran por una rapiña o un 
homicidio, sino que se trató de tres rapiñas, dos tentativas de homicidio, dos homicidios dolosos, uno 
recalificado como culposo porque cuando se planificó la rapiña inicial no se había planificado el 
homicidio; es decir, se trató de problemas técnicos porque, en definitiva, habían entrado y matado a 
quienes estaban rapiñando. Al aplicarse el seis por uno, las condenas son de 27 meses o, para el caso 
de cinco rapiñas y dos tentativas de homicidio, tres años. En este momento no tengo la exposición, que 
debía mandarla al señor Diputado Borsari, pero básicamente esta es la situación. 


Además, esto surge de los datos. En el informe de los Juzgados se refiere a 109 sentencias 
definitivas y los señores Legisladores podrán pensar que alguno era inocente. Debo recordarles que, 
según establece el Código de la Niñez y la Adolescencia, si el Fiscal pide la absolución, no se dicta 
sentencia definitiva sino que, sin siquiera dar traslado a la defensa, se clausura definitivamente el 
proceso; quiere decir que estas 109 sentencias definitivas eran seguramente culpables. De estas, 140 
o 144 recibieron medidas socioeducativas privativas de libertad, lo que significa que 50 recibieron las 
otras medidas previstas en el Código, las que tuvieron un promedio de 7,1 meses. En otro Juzgado y 
otro año se llegó a 10,79, pero en general el promedio fue de 8 meses. 


Se preguntarán por qué motivo el promedio es tan bajo, cuando hablamos de medidas 
socioeducativas privativas de libertad para el caso de violaciones gravísimas a la ley penal y no de 
hurtos o de arrebatos. Las sentencias por violaciones gravísimas a la ley penal son para una o dos 
rapiñas, una rapiña agravada, una rapiña con tentativa de homicidio, tres rapiñas y dos tentativas de 
homicidio, un homicidio especialmente agravado. En la interpretación jurisprudencial -que no digo que 
sea errónea, sino que es opinable- se aplica la relación de 6 por uno. Desde 1934, nuestro Código 
establece que una rapiña especialmente agravada tiene un mínimo de cuatro años, pero desde el año 
1972, por de la Ley N* 14.068, tiene un mínimo de 5 años y cuatro meses -que representa 64 meses- 
porque se estableció que la rapiña especialmente agravada debía incrementarse en un tercio. 
Entonces, si se trata de una rapiña especialmente agravada -que son muchas porque lo que la 
agrava es el uso de arma y la pluriparticipación, es decir que si entran dos adolescentes a robar ya 
estamos ante una rapiña especialmente agravada- por la relación establecida por la jurisprudencia de 
seis a uno, se llegaría a 11 o 12 meses. A diferencia del Código Penal de adultos, no existe la pena 
mínima obstativa de libertad, que es la pena de penitenciaria; hasta 24 meses el Juez puede 
excarcelar, pero después de dos años de penitenciaría solo puede hacerlo la Suprema Corte de 
Justicia en visita de cárcel. Como se puede excarcelar en cualquier momento y, además, se dice que 
no se puede sancionar más al adolescente infractor que al adulto -en esto estamos totalmente de 
acuerdo- también se aplica el criterio de los dos tercios. Entonces, puede ocurrir que alguien que 
cometa una rapiña muy especialmente agravada a los ocho o nueve meses quede libre y, aunque no 
se haya fugado, en principio, por el relevamiento jurisprudencial que hemos visto, es correcto. 


En mi opinión, creo que era más sabia la disposición de las medidas de seguridad educativas 
del Código de 1934, que llegaba a diez años. Recuerdo que leí la fundamentación del codificador, que 
era muy buena, en la que se preguntaba: “¿Por qué establecemos diez años?” Él decía que, si en diez 
años no podemos reeducar, entonces, la personalidad puede más que la educación y, por tanto, no 
podemos seguir tratando de reeducar algo que no puede reeducarse. En lo personal, con estos cinco 
años como máximo -un plazo muy cortito- que se ha estipulado para las medidas de privación de 
libertad y la gradación de penas que hace la jurisprudencia con relación a la aplicación de medidas 
para adultos consagradas en el Código Penal, creo que hemos llegado a penas extremadamente 
benignas. Más allá de que los especialistas  -yo no lo soy- discutan sobre cuál es la naturaleza de la 
pena y de las medidas socioeducativas privativas de la libertad, creo que una de las funciones que 
cumplen estas últimas, además de la principal -que consiste en tratar de reeducar para que no se 
reincida- es sin duda la disuasión. Consideramos que con este nivel de penas es muy probable que no 
estemos disuadiendo lo suficiente. 


SEÑOR MICHELINI.- Hemos escuchado con mucha atención las intervenciones de los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia. 


En primer lugar, dejamos constancia de que nos parece muy correcto que en los temas 
sustantivos de fallos judiciales la Suprema Corte de Justicia no emita opinión porque lo que está 
haciendo, en definitiva, es remitirse estrictamente al texto constitucional, que indica que no lo puede 


hacer. Como parto de la base de que la pregunta no se refería al caso concreto sino a la situación en 
general, repito que ha sido algo muy correcto. 


En segundo término, si la Suprema Corte de Justicia o alguno de sus miembros entiende que 
las soluciones establecidas por la legislación vigente, entre ellas, el Código de la Niñez y de la 
Adolescencia del Uruguay, no se adecuan a lo que debe ser el propósito de la legislación para generar 
mejores estándares de calidad de vida, de acuerdo con el artículo 240 de la Constitución de la 
República sus miembros pueden promover las iniciativas que entiendan convenientes dentro del 
ámbito de los cometidos de la propia Suprema Corte de Justicia y del Poder Judicial, a los efectos de 
generar instancias parlamentarias en las que no tienen iniciativa stricto sensu, pero sí la tienen  -¡y 
vaya que es muy importante por el cargo que ejercen!- a la hora de promover soluciones. En todo caso, 
podremos discutir si el Código de la Niñez y de la Adolescencia abordó soluciones adecuadas para el 
momento en que se aprobó. Pero lo cierto es que la aplicación del Código del Niño, claramente, no 
reeducaba a nadie; no era adecuado. Tanto es así, que la Suprema Corte de Justicia se adecuó a la 
legislación, adelantándose a lo que fuera la aplicación de la Convención Internacional de los Derechos 
del Niño. Me parece que no es justo que retrotraigamos el debate de hoy al del año 2004 -oportunidad 
en la que hubo aprobación unánime de los Partidos Políticos, incluso, con opinión favorable del propio 
Poder Judicial y de los técnicos más avanzados que participaron en la Comisión Redactora- para 
juzgar el Código de ayer. Me parece que es injusto para las leyes, porque estas tienen un momento. ¡Y 
vaya si ese Código fue discutido! En todo caso, podemos decir que ahora hay un cambio de 
situaciones y no queremos introducirnos en eso. Aclaro que fui partícipe de ese proceso legislativo -que 
tuvo doble llamado porque primero sufrió un fracaso y luego fue aprobado- y me parece que es legítimo 
cambiarlo pues las leyes están para eso, ya que parte de su ubicación institucional implica que se 
puedan cambiar. 


Por último, quiero señalar que me parece que el sistema político en general está muy 
sensible porque ha recibido señales muy claras de la ciudadanía en el sentido de que este tema 
preocupa. Además, hay una opinión que considero que es muy injusta: “los Legisladores no legislan, 
los Jueces no actúan y la única actuación que vale es la de la policía ejecutiva.” Creo que un sistema 
de presunción de inocencia es un elemento clave en el sistema dogmático constitucional uruguayo y 
que hay una tendencia al olvido. Por lo tanto, me parece que deberíamos reafirmarlo y reasignarlo, sin 
perjuicio de sostener, también, que la seguridad es un derecho humano y que el Estado debe 
defenderla. 


Quería realizar estas constancias, no para generar una polémica, sino porque sentía la 
obligación de expresarlas. 


SEÑOR ORRICO.- En mi opinión, en estos asuntos es fundamental el método que se aplique. Yo les 
temo mucho a los promedios, porque si un señor gana U$S 1.990 por mes y otro 10, el promedio es 
1.000, lo cual no quiere decir nada. Reitero: les tengo temor a los promedios porque no dicen nada. En 
materias como el Derecho Penal, el Derecho Penal juvenil o el Derecho correccional -o como se quiera 
denominar, porque muchas veces los especialistas discuten más sobre cómo se van a nombrar las 
cosas, que sobre las cosas en sí- lo único que tienen en común los delitos es que están en el Código 
Penal. Frecuentemente, nada tiene que ver una rapiña con un homicidio porque, después de todo, la 
enorme mayoría de delitos que se producen en el país se dan entre personas conocidas. De manera 
que nada tiene que ver un homicidio que se cometió como consecuencia de la discusión entre dos 
personas porque el perro de una le hizo caca en el jardín de la otta  -aunque parezca mentira, estos 
hechos suceden y por discusiones muy banales en este país terminamos a los balazos pues hay un 
arma cada tres habitantes; somos campeones mundiales en tenencia de armas- con otro tipo de delitos 
como, por ejemplo, el de un chiquilín que roba una manzana de un puesto y sale corriendo y a alguien 
se le ocurre denunciarlo e, incluso, armar un proceso judicial. Esta es una precisión que quería dejar 
sentada. 


Además, por una cuestión de honestidad intelectual y política, quiero dejar en claro dos 
aspectos. No creo en el efecto disuasivo de la pena. Creo que está bien encarada una discusión en la 
que se sostenga que es injusto que por un homicidio se den tantos años. Pero pensar que porque en 
lugar de cinco años se van a dar veinte el efecto disuasivo va a ser mayor, es un disparate, y así lo 
dijeron desde principios del siglo XX los criminólogos. Hoy tenemos evidencia empírica en todas partes 
del mundo que demuestra que eso no es así. De manera que aquí hay dos discusiones distintas. 


Entiendo que el enfoque es correcto, porque puedo admitir que se sostenga que algo es injusto, pero 
no considero que sea más útil aumentar la pena. Eso no está bien; eso no es cierto. 


Por otra parte, quiero mencionar un elemento del que hablaron los Jueces. Cuando se 
consideró el Código de la Niñez y de la Adolescencia, se discutió sobre la base de un principio 
paradigmático: pasar del viejo sistema tutelar a un sistema en el cual el niño y el adolescente fueran 
sujetos de derechos y obligaciones. Quiere decir que cuando alguien comete un delito, se le 
responsabiliza porque es sujeto de Derecho. Ahora bien, lamentablemente, todavía quedan resabios 
del sistema tutelar, y quedan los peores. Un adulto tiene garantías que un adolescente no tiene porque 
cuando el adulto comete un delito, al menos su abogado le va a decir que el delito que cometió tiene 
una mínima de tanto y una máxima de cuánto. En cambio, el defensor del adolescente que cometió un 
delito -normalmente son todos de oficio- solamente puede decir que la pena máxima es de cinco años, 
pero que no sabe de cuánto será exactamente. Entonces, el principio de nullum crimen nulla poena 
sine lege también debería aplicarse en esto. Tal vez algún penalista se ofenda porque hablo de ley 
penal; si quieren le ponemos otro nombre, pero lo que me parece que debió haber pasado en el 2004 y 
no lo hicimos porque no había acuerdo, es sancionar un Código Penal juvenil que establezca 
claramente la pena máxima y la mínima. Eso, en primer lugar, es una garantía para la persona que 
está siendo sometida al procedimiento, pero también lo es para la sociedad en su conjunto que, a 
través de nosotros que somos sus representantes, toma las decisiones sobre cómo va a funcionar el 
sistema. 


La verdad es que no pensaba hablar hoy, pero mis amigos -los Jueces- me incitaron a 
hacerlo y, además, me sentí obligado, intelectual y políticamente, a dejar estas constancias que no 
forman parte de este informe que con mucha voluntad nos han alcanzado hoy, pero que sí son parte de 
una discusión en que los distintos actores que estamos involucrados debemos participar. El problema 
es que muchas veces el tema más difícil de todos es saber sobre qué se va a discutir. Creo que este es 
el punto clave en la discusión de un futuro que tenemos muy cercano. 


SEÑOR BORSARI.- Quiero hacer una aclaración sobre lo que dijo el señor Legislador Orrico en cuanto 
a que está probado empíricamente que el agravamiento de algunas penas no contribuye a la 
disminución del delito. Voy a mencionar una cifra de la que habló el doctor Chediak en el desayuno de 
ADM, que es muy reveladora. El delito de copamiento, que tenía una pena mínima de ocho años 
cuando se creó -en un momento en que preocupaba mucho a la población uruguaya- hoy, luego de 
varios años de vigencia, disminuyó su número con relación al momento en que se votó la ley. No quiero 
decir con esto que haya una relación directa de una cosa con la otra, pero sí que no está comprobado 
empíricamente que una pena no incida en los resultados. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar algunas constancias en la versión taquigráfica porque, en la medida 
que se han dado ciertas opiniones, me parece que es importante realizarlas. 


En primer lugar, recuerdo que, en realidad, este Código de la Niñez y la Adolescencia no fue 
aprobado por todos los Partidos Políticos porque nosotros, en particular, por razones de forma, no lo 
votamos en la Cámara de Representantes, más allá de que, en el fondo, fuimos copartícipes del 
proyecto de ley por cuanto lo firmamos. En los hechos, a mi juicio, la discusión en el ámbito legislativo 
del Código de la Niñez y la Adolescencia no fue verdaderamente feliz. En particular, se estableció una 
discusión en la Cámara de Representantes y se acordó, entre las tres bancadas mayoritarias, no abrir 
el debate y votarlo a tapas cerradas. Se estudió a nivel de la Comisión, pero en el Plenario se actuó de 
esta manera. Luego, en el Senado se empezó a discutir sobre el tema, pero lo cierto es que en 
determinado momento los señores Senadores llegaron a la convicción de que si realizaban 
modificaciones al proyecto de ley, no se iba a aprobar y, en consecuencia, optaron por votarlo como 
venía de la Cámara de Representantes. 


Por lo tanto, la discusión sobre algunos elementos que generaban dudas terminó siendo 
laudada de una manera que no fue, desde el punto de vista legislativo, la más feliz. 


En segundo término, creo que a esta altura -y me parece que es un consenso a nivel de 
todo el sistema político- todos estos capítulos que refieren a las infracciones penales cometidas por 
adolescentes deberían independizarse del CNA y aprobarse en un Código de responsabilidad penal 


juvenil. Me parece que es un capítulo que tenemos pendiente. En este ámbito ya hemos conversado 
sobre esta idea e incluso quedó incorporada en el informe que se hizo a la Asamblea General. Me 
parece que este es el camino que debería recorrerse. No se trata de un camino rápido, pero en estos 
temas no se puede cobrar al grito y, necesariamente, especialistas en materia de Derecho Penal tienen 
que tratar de avanzar en una redacción de un Código sobre responsabilidad penal juvenil que dé 
respuestas a un montón de dudas que hoy tenemos. En esa oportunidad sería muy importante el 
aporte que pudieran realizar los distintos integrantes o la Suprema Corte de Justicia, en la medida en 
que es un asunto que nos importa a todos los uruguayos. 


En tercer lugar, está el tema del ahora porque está claro que un Código de responsabilidad 
penal juvenil no va a ser aprobado en lo inmediato. Si tomamos en cuenta la redacción de un 
anteproyecto, su internalización en el ámbito legislativo y su estudio, seguramente vamos a tener un 
plazo mínimo de entre 18 y 24 meses. 


Por lo tanto, me parece que hay que realizar algunas modificaciones puntuales al Código de la 
Niñez y la Adolescencia y, en ese sentido, como Partido Político hemos planteado algunas que están 
en el ámbito de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la 
Cámara de Representantes. Se trata de adecuaciones básicas y entre ellas se incluye el 
establecimiento de mínimos, en particular para los delitos gravísimos tipificados en el artículo 72 del 
CNA. En todo caso, sería una respuesta frente a la situación que estamos viviendo porque creo que 
hoy todos somos conscientes de que hay una hiperbenignidad en el Código, que es necesario corregir 
por lo menos para salir del paso. Después sería importante aprobar un Código de responsabilidad 
penal juvenil con el estudio debido por parte del Poder Legislativo. 


Estas son las constancias que deseaba realizar. 


SEÑOR BANGO.- En primer lugar, me gustaría que a los efectos de la producción informativa -que se 
realizará a posteriori de la invitación, a la que amablemente las autoridades de la Suprema Corte de 
Justicia han respondido- y en virtud de que tengo en mi poder el informe final del Poder Judicial de 
2011 referido a los adolescentes infractores y el Anuario que contiene los datos del interior del país, se 
adjunten algunos datos de los últimos dos años -2010 y 2011- sobre las estadísticas de asuntos 
iniciados, de procesos infraccionales iniciados, y de procesos infraccionales concluidos -todos referidos 
a Montevideo- para ver con qué nos quedamos finalmente, porque ninguna de las categorías nos cierra 
con el trabajo que, con mucho esfuerzo, hicieron “a pedal” -podría decirse- en cuanto al relevamiento 
de los datos de los Juzgados de Montevideo. Planteo esto para que cuando se nos provea de la 
información definitiva, lo podamos establecer con claridad. Estos datos -como decía el Presidente- son 
muy importantes. A mi juicio, las estadísticas que cuentan son las emitidas por el Poder Judicial, ya que 
es el que en Uruguay resuelve qué personas son culpables o inocentes ante determinados delitos. 
Reitero que es muy relevante la información que los invitados nos puedan brindar al respecto. 


En segundo término, quiero dejar constancia -como muy bien lo planteaba el Legislador 
Orrico- que sería bueno que las apreciaciones que a título personal realicen los invitados también se 
hicieran en función de los objetivos que perseguimos y del contexto de discusión que existe sobre 
estos asuntos a nivel de la opinión pública ya que no son opiniones de índole menor, como tampoco lo 
es la de ninguno de los Legisladores aquí presentes. Los objetivos que perseguimos pueden ser, por 
ejemplo, el de justicia, es decir, evaluar cuán justos estamos siendo al poner las penas, o pueden tener 
que ver con el tema central -definido a nivel de la opinión pública- de cómo resolvemos con eficacia los 
problemas de violencia y los índices de delincuencia que tenemos. Atendiendo a estos objetivos, la 
discusión sobre la benignidad o no del Código puede dar diferentes resultados. Es importante, 
entonces, que podamos aclarar sobre qué objetivos estamos trabajando. 


En lo personal, me da la sensación que la benignidad a que refiere el Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia tiene que ver más con la aplicación de un criterio de justicia que con la 
posibilidad de llevar a buen término el objetivo de disminuir los niveles de delincuencia. Me permito 
decir que seguimos razonando y aplicando escalas que son bastante mecánicas, por ejemplo, la 
relación de seis a uno. El doctor Chediak concluía que había que llevar el máximo a diez para alcanzar 
una escala que permitiera subir los mínimos que a su juicio no eran justos para la clase de delito que 
se realizaba, y citaba en ese caso el promedio de ocho meses. Al mismo tiempo, decía que para poder 


construir una escala que diera cuenta de ello, habría que subir los máximos si es que se desea subir 
los mínimos Asimismo, hacía referencia al Código Penal de 1934 porque allí se entendía que diez años 
era un plazo prudencial -si no comprendí mal- para poder llevar adelante con eficacia procesos 
reeducativos. 


Hay muchísimos tipos de escala. La escala logarítmica, por ejemplo, plantea que para un 
mayor valor de 'x”, corresponden menores valores de “y”. Por tanto, la curva -a los efectos de la versión 
taquigráfica es difícil expresarlo- hace así y, de esa forma, permite... 


(Intervención de un señor Legislador que no se oye.) 


-Esto tiene relación con una cuestión conceptual. Hay siete mil tipos de escala que pueden 
aplicarse y, en ese sentido, una necesidad de aumentar los mínimos no significa que ello tenga que 
corresponderse necesariamente con un aumento de los máximos. Esto tiene que ver con un 
razonamiento que puede ser muy esquemático y que se lo adjudico a la jurisprudencia que se 
establece. Reitero, no es necesario que haya un corrimiento de los máximos. Considero que la 
aplicación de la justicia no puede establecerse en base a escalas de directa proporcionalidad. 


Entonces, para llevar adelante una discusión informada acerca del aumento eventual de los 
máximos de pena, deberíamos saber si cinco años son suficientes para encarar procesos reeducativos, 
de forma que los adolescentes que tuvieron conflicto con la ley no vuelvan a reincidir en la delincuencia 
una vez que cumplan con su pena y queden en libertad. Ese es el centro de la discusión y no si hay 
que aumentar o no los máximos en base a un criterio matemático. 


En primer lugar, tendríamos que considerar si cinco años es un período prudencial, pero no 
sé si quienes estamos hoy aquí estamos en condiciones de expedirnos sobre ese aspecto. Hay teorías 
que sostienen lo contrario a lo que planteaba el doctor Chediak. En ellas se plantea el hecho de que 
diez años de pena en la vida de un adolescente de quince años significaría el cincuenta por ciento de 
su vida en sociedad, si consideramos que su vida social comienza a los cinco años. Si hacemos eso, 
estaríamos devolviendo a la sociedad una bomba Molotov. Si en cinco años no se logró ese proceso 
reeducativo, lo que hay que discutir no es la ley, sino la política pública que se hace cargo de la 
reeducación, aunque nos comprendan las generales de la ley como Legisladores oficialistas. 


En eso debería estar basada la discusión. Tendríamos que romper el esquema mental de que 
una elevación de los mínimos -que quizá sea prudencial para eliminar la discrecionalidad de los 
Jueces- no necesariamente tiene que corresponderse con un aumento de los máximos. 


Es cuanto quería manifestar. Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR CHEDIAK.- Estoy totalmente de acuerdo con lo planteado. Parecería que esta fuera una 
posición personal y una suerte de campaña. 


En primer lugar, quiero señalar al señor Legislador Michelini que el Código es muy bueno. No 
digo que no lo sea; es excelente. Es más, yo lo enseño y estoy totalmente de acuerdo con el proceso 
para adolescentes infractores que ha establecido, con audiencias, rápido, con garantías, que es lo que 
de alguna manera hemos tratado de replicar en el Código del Proceso Penal. El cuestionamiento que 
realicé tenía que ver con un inciso de un artículo, en particular, el primer inciso del artículo 91. 


Por otro lado, al investigar por qué eran tan benignas las condenas, a mi juicio, descubrimos 
este criterio. Nosotros considerábamos que cinco años era un plazo correcto. Por eso, nos 
preguntábamos por qué en la primera rapiña agravada o en el primer homicidio no se le daban cuatro o 
cinco años. Quería saber por qué empezábamos con nueve, diez y once meses. Allí descubrí el criterio 
jurisprudencial. 


Si usted me pregunta si me parece adecuada la aplicación de ese criterio mecánico, a título 
personal le digo que no me parece adecuada. Se ha hecho, y se han comparado los treinta años del 


Código Penal con los cinco años del Código de la Niñez y la Adolescencia y se vio que la relación era 
de seis a uno. Entonces, los cinco años y cuatro meses de una rapiña agravada para un adulto, 
equivalía a once meses para un adolescente infractor. Eso no lo inventé, sino que lo descubrí no hace 
mucho, porque esa no es mi especialidad. En lo personal, me especializo en Derecho Procesal Penal, 
no en Derecho Penal de fondo. Realmente, no la comparto. 


Ahora bien, es cierto que aquí no hay un Código de responsabilidad penal adolescente. Este 
es un Código garantista que establece derechos y procesos, y enumera una cantidad de medidas 
tendientes a la educación o reeducación, pero no hay un Código Penal. 


Por eso es que la jurisprudencia se remite al Código Penal de adultos y, en lo personal, me 
sorprendí de que fuera algo tan mecánico. Le comenté a uno de mis asistentes, el doctor Nicastro, que 
tal vez podríamos encontrar alguna sentencia donde ello se explicitara, ya que era obvio que se estaba 
haciendo. Quisimos saber si alguien había mencionado este aspecto en los fundamentos o algo así y 
constatamos que, efectivamente, ello se explicitó en un Tribunal de Familia. 


Considero que dieciocho meses es una muy buena y adecuada condena, porque si se tratara 
de un adulto, se lo estaría condenando a 10 años de prisión. 


Entonces, la propuesta -simplemente es una sugerencia personal- de volver a los 10 años, tal 
como se ha entendido aquí con toda claridad e inteligencia, es para que si esto se aplica en forma 
mecánica, se tenga en cuenta una relación de tres por uno y no una de seis por uno. 


Ahora bien, tal vez se quiera transitar -ya que es probable que sea lo técnicamente correcto- 
hacia un código de responsabilidad penal adolescente y por supuesto que la enumeración de los 
delitos, la descripción de las conductas y los verbos a conjugar serían exactamente los mismos que en 
el Código Penal, pero faltaría establecer las penas para cada delito, porque este es el motivo por el que 
se recurre al Código Penal. En este caso no se estaría hablando de penas sino, en su sustitución, de 
medidas socioeducativas privativas de libertad, las que para cada delito deberían tener un máximo. Tal 
vez se quiera dejar o no fijado el máximo en cinco años o quizás para algún delito se podría estipular 
una pena máxima menor de cinco años, es decir, se podría establecer que para determinada infracción 
la pena sería de entre uno a tres años, pero para eso falta. 


Quiero reiterar que considero que el Código es muy bueno; no pretendo criticarlo. Entiendo 
que fue extremadamente de avanzada y que está absolutamente adecuado a la normativa 
internacional, que es garantista. Comparto totalmente sus objetivos y simplemente planteé una 
objeción al inciso de un artículo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Quiero hacer una brevísima precisión. 


Me referí a la benevolencia del Código y señalé como defecto exclusivamente la ausencia de 
mínimos en las penas que, tal como ha señalado el Legislador Orrico, son una garantía para todos, es 
decir, tanto para la sociedad como para el sujeto imputado; creo que estamos hablando de una 
garantía elemental. 


SEÑOR BAYARDI.- Además, el sistema sería más equitativo. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Efectivamente, señor Legislador pero, sobre todo, sería más seguro, y la 
seguridad es un valor fundamental en Derecho. 


Otra precisión que quiero plantear -aclaro que no soy especialista en el tema- es que también 
estoy de acuerdo con el Legislador Orrico en cuanto a que la imposición de penas superiores no tiene 
ningún efecto disuasivo, y digo esto desde mi experiencia personal de 40 años como Juez. Ningún 
delincuente piensa en la pena que le podría tocar, sino en que no lo van a “agarrar”. 


SEÑOR VIERA.- Hace rato que me anoté para hacer uso de la palabra, por lo que varios de los 
aspectos sobre los que quería consultar ya se han aclarado. De cualquier manera, quiero dejar 
expresada alguna consideración. 


Es muy importante el trabajo que está llevando adelante la Suprema Corte de Justicia y 
agradezco a sus representantes por acompañarnos en algo en lo que realmente debemos trabajar 
juntos. Asimismo, creo que ha quedado claro que establecer los mínimos y máximos para las penas es 
algo en lo que, a esta altura, existe consenso. Tal vez en esta Comisión deberíamos abocarnos a 
trabajar en ese sentido. Estamos todos de acuerdo en que esto le daría más justicia a las sentencias, 
porque hoy es indudable que existen grandes diferencias entre un Juez que, según cierto criterio, 
asigna determinada pena dentro de ese máximo de cinco años, y otro Juez que, por el mismo delito, 
dicta otra sentencia. Establecer mínimos y máximos daría garantías a todos, incluyendo al propio Juez. 


Con respecto al tema de los cinco años como máximo, creo que hay que tener en cuenta que la edad 
máxima de reclusión de un menor es de 23 años. Sin duda que establecer el máximo de pena en diez 
años significaría que muchos menores infractores que tienen 16 o 17 años jamás la terminarían porque 
cumplirian antes los 23 años de edad. De todas formas, creo que más que ser tan matemáticos, tan 
automáticos e intentar aplicar una función logarítmica, es importante establecer lo más científicamente 
posible si para la progresividad de las penas cinco años es suficiente, porque no se trata solo de una 
relación de uno a seis, lo que también me parece un disparate. Es innegable que un año en la vida de 
un joven de 15, 16 o 17 años es mucho más que en la de un ciudadano de 40 años, pero no sé si 
hablar de 6, de 5 o de 4. También es cierto que un año en la vida de un menor de 17 años es lo mismo 
que en la de un mayor de 18 años o de 18 años y un mes, es decir que todo es bastante relativo. En 
definitiva, para un joven de 16 o 17 años como para un adulto de 18 años, un año es mucho más que 
para alguien de 40. 


Asimismo, habrá que establecer un plazo razonable, a fin de que se pueda aplicar progresión 
en las penas para aquellos que son reincidentes. Me parece que estos datos primarios que hoy nos 
brindan sobre reincidencias van a sufrir algunos cambios cuando dispongamos de mayor información. 
No es que dude acerca de si esto está bien o mal; me parece que se trata de datos parciales y que, 
además, sería deseable que en algún momento -tal vez cuando se complete un primer año del registro- 
pudiéramos contar con los datos -de forma más desagregada- de cuáles son los delitos en los que son 
reincidentes. Así como estoy de acuerdo con que a veces los promedios sirven para poco, también es 
cierto que no sirven para las distintas calificaciones, y me interesaría mucho saber cuáles son los 
delitos en los que más reinciden los jóvenes. 


A los efectos de aplicar la progresividad, parecería claro que en uno de esos casos -estoy 
pensando en el ejemplo que aquí se puso y recuerdo que en su momento invitamos a la Suprema 
Corte de Justicia; era verano y estábamos en el receso, pero asistió el entonces Presidente, doctor Van 
Rompaey- para un primer homicidio no pueden ser ocho o nueve meses; debería ser bastante más 
para un homicidio con determinadas características. Además, si en seis meses cometió tres homicidios, 
me parece que cinco años es un plazo que puede quedar corto; de la misma forma, creo que diez años 
de pronto es un período excesivo y hasta inaplicable en muchos casos. 


Todo esto es lo que vamos a tener que estudiar. Por un lado, habrá que poner mínimos y 
máximos y, por otro, tal vez cinco años sean poco y diez sean demasiado. En definitiva, tendremos que 
terminar en un Código de Responsabilidad Juvenil, y me parece que lo más deseable es ponerse a 
trabajar en ello, partiendo de una base muy importante como ha sido este Código de la Niñez y la 
Adolescencia porque fue un avance con el que Uruguay no contaba. Sin duda fue un muy buen trabajo 
aunque otras cosas no salieron; todos sabemos lo que es el trabajo legislativo y, por otro lado, hay una 
sociedad que cambia y ello requiere que se actualicen las leyes. 


Era cuanto quería manifestar. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esta sesión, en la que todos hemos planteado nuestro parecer y 
hemos recibido la muy fundada opinión de los señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia y de 
los asesores que los acompañan, ha sido muy interesante. Sinceramente me parece que sería muy 
bueno completar esta información cuando tengamos los datos para ver en qué se corresponden las 
modalidades delictivas con las cifras relativas a los porcentajes de reincidencia y a los períodos de 
privación de libertad. 


En lo personal, debo confesar que me quedo muy preocupado por lo corto de los períodos de 
privación de libertad. Cuando el doctor Chediak dice que hay un criterio jurisprudencial que está 
prácticamente asentado porque así lo reflejan las cifras, tomando el Código Penal y el seis a uno, me 
quedo más preocupado todavía porque creo que hay que limitar la discrecionalidad judicial en esta 
materia. Muchas veces la discrecionalidad conduce a los errores que, a mi juicio, claramente se 
observan en este terrible caso de “el Pelón” y me alegro de que esté en un trámite sumarial a poco de 
concluir la semana próxima. Me parece que limitar esa discrecionalidad es trabajar por la seguridad 
pública que hoy es la principal preocupación de los uruguayos. Además, estoy de acuerdo con que se 
establezcan mínimos, con que se limite la discrecionalidad y se eleven los máximos. Por otra parte, 
teniendo en cuenta este estado de situación, no me parece conveniente esperar a contar con un 
Código de Responsabilidad Penal Juvenil. Creo que este tipo de medidas hay que tomarlas ahora 
porque la gente, o más bien las circunstancias, los hechos que todos los días suceden, están pidiendo 
a gritos que se adopten soluciones. Tenemos la experiencia del Código del Proceso Penal y del Código 
Penal con los que todavía estamos en veremos desde hace cinco años. Con la Ley de Humanización y 
Modernización del Sistema Carcelario se crearon Comisiones que eran las que iban a proponer, y 
ahora tenemos propuestas legislativas que estamos estudiando, pero no sabemos cuándo se van a 
aprobar. Entonces, no creo que tengamos tiempo como para empezar a analizar un gran texto. Por 
tanto, entiendo que las modificaciones -y ojalá podamos acordarlas- habría que implementarlas ahora 
con un grado de velocidad que no creo que se compadezca con los tiempos que implica la sanción de 
un Código. 


Agradecemos la presencia y los aportes brindados por el Presidente y los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia, así como por los asesores que los acompañan, pues han sido muy 
ilustrativos. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 56 minutos.) 


"Material aportado por la Suprema Corte de Justicia" 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


